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MIEMBROS: Señores Representantes Guillermo Chifflet, Gustavo Espinosa Mármol, Gonzalo Novales, 
Daniela Payssé y Edgardo Rodríguez. 


ASISTE: Señor Representante Jaime Mario Trobo. 


INVITADOS: Coordinadores del Servicio Paz y Justicia, doctor Guillermo Payssé y señor Raúl Martínez. 


Director del Proyecto Bibliotecas Independientes de Cuba, señor Ramón Colas; señora 
Soledad Murgan; señor Gabriel Salvia y licenciado Federico Perdomo. 


Delegación de padres de jóvenes del departamento de Maldonado, señoras y señores 
Marcelo Díaz, Rocío Díaz, María Supparo y Cristina Viraqué. 


SEÑORA PRESIDENTA (Argimón).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 13 y 41) 


La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes da la bienvenida al doctor 
Guillermo Payssé y al señor Raúl Martínez, representantes del Servicio de Paz y Justicia Uruguay, 
quienes habían solicitado una audiencia. Para nosotros es un placer vuestra concurrencia, por lo que 
con gusto los escuchamos. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Somos coordinadores nacionales del Servicio de Paz y Justicia Uruguay. 


Cuando se creó esta Comisión, casualmente la presidía una integrante del Partido Nacional, la ex Diputada 
Matilde Rodríguez de Gutiérrez, y ahora nos encontramos con otra dama del mismo partido presidiéndola, lo 
que nos parece bueno, porque en el transcurso de los tres años que estuvimos en el grupo tripartito de trabajo 
para el mejoramiento del sistema carcelario, el Partido Nacional, lamentablemente, estuvo ausente 


Como decía, en estos tres años de trabajo no vino ningún representante para considerar un tema que ya era de 
preocupación en esos momentos, porque la situación de las cárceles no se empeoró ahora porque el Poder 
Ejecutivo haya anunciado la presentación de un anteproyecto de ley, sino que es una cuestión crítica que se 
viene dando desde hace bastante tiempo. 


A lo largo de estos años, hemos tratado de trabajar con la Comisión de Derechos Humanos de manera fluida. 
En algunas ocasiones hemos sido invitados, pero en otras fuimos nosotros quienes concurrimos para 
presentar algún tema puntual. Por lo tanto, nos parecía buena cosa presentarles, para aquellos que no lo 
tenían, el informe de derechos humanos de SERPAJ del año pasado, que contiene la labor de los últimos 
diecisiete o dieciocho años. Están publicados los trabajos de la Fundación Konrad Adenauer en oportunidad 
de realizarse un seminario sobre cárceles en el año 2003, en el que participó el señor Diputado Chifflet. 


Para facilitar la exposición nos dividimos los temas y va a comenzar el señor Martínez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Quisiera hacer una breve síntesis de presentación. El Servicio de Paz y Justicia 
Uruguay fue creado en 1981, en pleno período de dictadura. Es una organización de la sociedad civil 
que se dedica a la defensa, educación y promoción de los derechos humanos. Ese es nuestro objetivo 
más general y tenemos como documento fundamental de referencia la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos aprobada en 1945 y otros documentos posteriores, siempre en ese marco. 


Entendemos que como organización de la sociedad civil debemos cumplir un rol y, en ese sentido, tenemos el 
compromiso de colaborar en la construcción de una sociedad democrática. Sabemos que muchas veces las 
relaciones con el Estado son conflictivas, pero precisamente esa es la característica que tienen las relaciones 
entre las organizaciones de la sociedad civil y el Estado, porque muchas veces se puede coincidir en todo o 
en parte, pero sin pretender ser jueces de nada en particular. Entendemos que la construcción debe ser 
colectiva y desde diferentes enfoques. 


SERPAJ está vinculado a nivel internacional; tiene una coordinación continental que se llama SERPAJ- 
América Latina, que en estos momentos tiene su sede en Costa Rica, pero que en el período anterior la ha 
tenido en Uruguay; en la actualidad uno de los dos coordinadores generales pertenece a SERPAJ Uruguay. El 
Presidente honorario de la organización internacional es el señor Adolfo Pérez Esquivel, Premio Nobel de la 
Paz de 1980. 


También se mantienen relaciones de coordinación en redes internacionales de educación, con la Organización 
Mundial contra la Tortura con sede en Ginebra y otras coordinaciones, porque entendemos que el trabajo de 
todos los SERPAJ -no solo el Secretariado Nacional- va más allá de las fronteras nacionales. Es un 
compromiso internacional por la paz y por la autodeterminación de los pueblos. 


En lo que tiene que ver con el trabajo concreto de SERPAJ, se parte de la visión de la integralidad de los 
derechos humanos porque, lamentablemente, a los derechos humanos se los identifica por la violación a los 
derechos civiles y políticos. ¿Por qué? Porque en esta región, y particularmente en nuestro país, antes de la 
dictadura prácticamente no hablábamos de derechos humanos, ni siquiera en los sectores de la educación a 
los que yo pertenecía, a pesar de que algunos de nuestros representantes cumplían un rol importante en el 
momento de aprobación de aquellos derechos. Como se estaban cometiendo violaciones tan flagrantes, se 
motiva al uso de esta expresión para la región, quedando muy identificada con estas violaciones. Pero la 
visión desde la Declaración Universal -que se ha ido desarrollando en documentos posteriores- siempre 


entiende que los derechos económicos, sociales y culturales de los pueblos están estrechamente unidos y 
componen una unión indisoluble, al punto de que si no se dan unos tampoco se dan los otros. 


Partiendo de esa integralidad de los derechos humanos, SERPAJ Uruguay trabaja en los derechos civiles y 
políticos desde su fundación, prácticamente, por cuanto comienza en la lucha por la liberación de los presos, 
el retorno de los exiliados, la recuperación de las libertades democráticas. Ese era el centro, pero 
simultáneamente comenzó a trabajar en la educación en derechos humanos, por entender que hay que pensar 
más en perspectivas de futuro y que, en ese sentido, la educación cumple una función fundamental. 


Posteriormente, se fueron agregando otras áreas de trabajo, como la información y la comunicación. SERPAJ 
creó un centro de documentación, reconocido en América Latina como uno de los más completos de la 
región, que cuenta con varios miles de documentos aportados desde el territorio nacional pero también desde 
el exterior, y con un servicio de biblioteca gratuito, abierto al público. A su vez, desde hace más de quince 
años, produce un informe anual -que es el que está a la vista- con la colaboración de expertos externos al 
Servicio y, por supuesto, con los recursos propios de SERPAJ, tratando de abordar una mirada abarcativa de 
la situación de los derechos humanos en el país. Desde ese centro de documentación también se trabaja en 
una página web, tratando de aportar información, de crear bases de datos y de servir toda la demanda que 
proviene de distintos sectores de la sociedad. 


El abordaje de los derechos económicos, sociales y culturales es bastante nuevo para SERPAJ. Básicamente, 
se parte de la idea de que los derechos económicos, sociales y culturales son tan exigibles como los derechos 
civiles y políticos, que existen compromisos en la Constitución y que hay otras normas; sin embargo, resulta 
un tanto nuevo en el mundo desarrollar estas demandas por vía judicial. 


Otra área que importa abordar tiene que ver con la educación. Prácticamente desde sus comienzos SERPAJ 
comenzó a trabajar en la educación. Como los señores Diputados sabrán, se puede hablar de dos dimensiones 
de los derechos humanos: una dimensión en valores y otra como norma jurídica. Para la educación, SERPAJ 
ha tomado la dimensión en valores; esa ha sido la inquietud desde los comienzos, tratando de introducir esta 
temática en el sistema formal de la educación pública y privada. Desde los comienzos, se publicó una revista 
especializada que tenía como destinatario a los docentes, fundamentalmente, por entender que eran 
multiplicadores y que era por allí por donde se podía llegar a un mayor número de personas. Por supuesto que 
también se mantuvo un intenso trabajo con los docentes con otras metodologías, desarrollando talleres y 
cursos presenciales y a distancia, seminarios, concursos didácticos, encuentros de todo tipo. Esa tarea intensa 
hoy nos permite decir que hemos tenido contacto con varios miles de docentes a lo largo y ancho del país, 
porque el trabajo no se limitaba a Montevideo, sino hacia el interior del país, con una coordinadora nacional 
de derechos humanos, que apoyamos pero que, por falta de recursos, no pudimos continuar. No obstante, se 
logró crear veintitrés grupos de derechos humanos, con presencia prácticamente en todas las localidades del 
interior del país, tratando de cubrir todo tipo de demandas, aunque indudablemente los temas de la educación 
fueron muy importantes. 


En este desarrollo de los enfoques de la educación en valores, hemos pasado por varias etapas. En primer 
lugar, se trató de recuperar los contenidos en valores de los derechos humanos y, en cierta forma, traducirlos 
a la realidad del país, porque si bien tienen valor universal, uno debe tratar de ubicarse en su realidad. 
Habitualmente, surgían como demandas de los docentes formas, metodologías, para el abordaje de la 
enseñanza de estos temas. Eso nos obligó a profundizar más en metodologías y estrategias. Asimismo, se fue 
advirtiendo que era importante tener en cuenta otros enfoques, como la subjetividad en el tema de los 
derechos humanos; debíamos entender que aquello que habíamos aprendido solo desde el punto de vista 
racional, también tenía una dimensión afectiva, subjetiva, vinculada con la autoestima de cada ser humano, 
para comprender e incorporar los derechos humanos 


También arribamos a otro enfoque -quizás el más novedoso de los últimos tiempos-, que tiene que ver con la 
recuperación de la memoria histórica y colectiva referida a las violaciones de los derechos humanos 
cometidas durante la dictadura. ¿Por qué apuntamos a esto? Porque durante todos estos años hemos podido 
advertir que nuestra sociedad vive con miedos y silencios generados en la dictadura, que no permiten superar 
muchas de las secuelas que ella dejó y que a la hora del desarrollo democrático representan frenos muy 
importantes. Para nosotros la recuperación de la memoria histórica y colectiva no implica simplemente sacar 
estas cosas del olvido, tampoco alimentar rencores ni nada por el estilo; se trata de recuperar valores 
democráticos, de solidaridad, de participación y respeto por el otro. 


En este sentido, se ha trabajado bastante con docentes. Elaboramos un documento muy importante al que se 
le está dando difusión y que viene obteniendo mucho respaldo de las salas docentes y de sindicatos; 
inclusive, se ha presentado en las Asambleas Técnico-Docentes. La idea es incorporar estos temas a los 
programas oficiales de educación y en esa dirección trabajaremos en base a los mecanismos que se planteen. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Voy a referirme a un tema candente, que causa preocupación en el Parlamento y en 
la sociedad: el de las cárceles. 


En 1990, cuando SERPAJ ya venía trabajando en la temática a nivel individual, como consecuencia de una 
serie de fallecimientos que se produjeron en las cárceles -en ese momento el Ministro era el doctor Ramírez-, 
creamos un grupo en el que estuvieron trabajando algunos parlamentarios, entre los que se encontraban el 
actual Ministro del Interior, doctor José Díaz, el doctor Díaz Maynard, el doctor Bayardi y la señora Matilde 
Rodríguez. Quiere decir que hace ya mucho tiempo que SERPAJ viene preocupándose por el tema y 
realizando un monitoreo de las cárceles mediante visitas. Precisamente esto que hace SERPAJ es lo que la 
diferencia de otras instituciones: efectúa visitas, en base a ellas elabora informes y los pone en conocimiento 
de las autoridades y de la prensa. Esta es una forma de dar a conocer la situación que se vive en las cárceles 
de Montevideo, San José y el resto del interior del país. De este modo, el año pasado informamos sobre la 
situación de la cárcel de las Rosas de Maldonado y planteamos su clausura, lo que generó algunas reacciones 
del Jefe de Policía del departamento. 


Durante muchos años nos encontramos con que se trataba de ocultar la realidad carcelaria. Obviamente, este 
es un tema en el que remamos contra la corriente, porque la población tiene muchos problemas importantes 
de alimentación, techo, trabajo, etcétera; no olvidemos que, según cifras del Instituto Nacional de 
Estadísticas, en el Uruguay hay 800.000 pobres y más de 70.000 indigentes, de los cuales 40.000 son niños. 
Al respecto, la ONG "El Abrojo" realizó un trabajo en el que señala que hay 364 asentamientos que reúnen 
alrededor de 300.000 personas, y que si los uniéramos, Montevideo sería un poco más grande, porque la 
superficie que abarcan es de unas 12.000 hectáreas. 


En definitiva, la situación que se está viviendo en nuestro país es compleja y se ha visto agravada por las 
crisis que todos conocemos, que perjudicaron no solo a Uruguay sino también a la región. Entonces, si bien 
no queremos manejar la relación de que la prisión esté vinculada con la pobreza, hay que considerar que la 
marginación va creando un caldo de cultivo que muchas veces lleva a las personas a delinquir. 


Queremos compartir algunas cifras que surgen del trabajo que dejamos a disposición de la Comisión. En 
1984 había 1.890 presos, en 1994 se llegó a 3.200 y en julio de 2004 llegamos a 7.149; en la actualidad serían 
7.500, y están alojados en sitios que tienen capacidad para 3.500. 


Esto debe ser atribuido a determinadas causas; no se trata de que las madres uruguayas estén trasmitiendo un 
gen de delincuencia y por eso los jóvenes se dedican a la actividad delictiva. Nosotros hemos determinado las 
causas sociales a que hacíamos referencia y contamos con los números que proporciona el Instituto Nacional 
de Estadísticas. A la vez -como se ha manifestado en los últimos días-, hubo acciones legislativas que 
pretendieron proteger la seguridad, pero da la impresión de que el Ministerio del Interior por intermedio de la 
Policía no consiguió concretar ese objetivo. Decimos esto porque se manifiesta que se ha ido perdiendo 
calidad de vida en lo que hace a la seguridad en las calles, pero esto no ocurre por los 7.500 presos que hay 
en el país sino por gente que está fuera de las cárceles, y quizás por los últimos procesados, aunque muchos 
de ellos hace muchos años que están cumpliendo penas. 


Creemos que no fue de buena técnica legislativa agravar algunas penas -fundamentalmente las relativas a los 
hurtos-, fijando un mínimo de prisión de dos años, porque ello no permite que los abogados pidan la libertad 
provisional; de este modo, las bocas de entrada crecieron y las bocas de salida se achicaron. Quiere decir que 
desde el punto de vista legislativo hay mucho para hacer. Inclusive, en la comisión tripartita en la que 
SERPAJ estuvo trabajando, presentó, junto con la Fiscalía de Corte, un proyecto que tiene como objetivo 
rebajar la pena mínima a veinticuatro meses. Aclaro que esto es parecido pero no igual a lo que está vigente, 
porque con un mínimo de veinticuatro meses se puede pedir la libertad provisional y con un mínimo de dos 
años de penitenciaría no es posible; es una modificación leve que tendrá sus efectos. 


A nivel legislativo también habría que resolver con urgencia la sanción de una norma similar a la ley 
argentina de Ejecución de la Pena, Ley N* 24.660, en cuyo artículo 33 se prevé que "El condenado mayor de 


70 años o el que padezca una enfermedad incurable en período terminal podrá cumplir la pena impuesta en 
detención domiciliaria [...]". De esta manera, solucionaríamos dos problemas: el de los mayores de 70 -que 
son una minoría- y el de los enfermos terminales, que no pueden permanecer en cárceles como las que tiene 
en este momento nuestro país. Al respecto, aquí se planteó el caso de una persona que no podía moverse; 
estaba en una camilla y tenía que esperar a que llegara algún médico o enfermero para que le diera de comer. 
Obviamente, no tiene ningún sentido que un cuadripléjico permanezca a disposición del Ministerio de 
Interior; tiene que cumplir arresto domiciliario. Allí hay una preocupación y sé que la han planteado en esta 
Comisión. Ayer estuvo en SERPAJ una madre de un portador de HIV. Me dijo que había presentado un 
proyecto en esta Comisión y en la de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, a los 
efectos de que también se estudiara este tema. Da la impresión de que hoy habría que priorizar la situación de 
los enfermos -para hoy o para ayer-, porque no pueden seguir presos los que están en condiciones como las 
que indica ese artículo de la ley argentina. 


SEÑOR CHIFFLET.- No se trata de un solo caso, sino de varios; hay varias personas que 
notoriamente no pueden movilizarse y que deben ser atendida por otros reclusos que tengan cierto 
sentimiento de solidaridad, o por los guardias, lo que crea un serio problema. He visitado en el Saint 
Bois a alguien que hacía varios años estaba preso, a quien le faltaban las dos piernas. Obviamente, no 
tenía la posibilidad de salir porque tenía una pena de algunos años más -hacía como diez años que 
estaba preso-, pero para esa persona el arresto domiciliario resultaba lo más humano desde el punto de 
vista de los derechos que le asisten; además, no iba a cometer otros delitos, sobre todo si tenía la 
guardia domiciliaria. 


No son muchos los mayores de setenta años. Las estadísticas dicen que la mayor parte de los presos de los 
establecimientos penitenciarios tienen entre dieciocho y veintinueve años. En los casos de personas de 
setenta años, es evidente que habrá que analizar la situación, el delito cometido y la posibilidad de cierto tipo 
de contención social, si es necesario. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Nos parece que reimplantar la norma de la Ley de Pacificación Nacional -Ley 
N? 15.737 del 8 de marzo de 1985-, que permitió acceder a la libertad anticipada por dos tercios de la 
pena, es una buena oportunidad por las condiciones de prisión -más allá del delito; son dos tercios de la 
pena- en que están aquellos individuos que fueron procesados sufriendo la condena. Hace poco escuché 
un argumento que decía que las situaciones son diferentes, porque en aquel momento se salía de una 
dictadura y podía haber dudas de cómo fueron esas causas y cómo fue procesada la gente. Estamos 
hablando de delitos comunes; el que fue procesado por un homicidio, una violación o un hurto no tenía 
nada que ver con la dictadura. Se analizó una situación penal y los jueces penales lo procesaron. 
Estamos hablando de que en el año 1984 había 1.890 reclusos. Creemos que a nadie le puede llamar la 
atención que se violen los derechos humanos cuando hay una dictadura -es así; es la norma-, pero en 
un régimen democrático eso tiene que ser la excepción. En el tema carcelario, Uruguay, como Estado - 
más allá del Gobierno de turno-, está violando los derechos humanos de las personas privadas de 
libertad. 


Se quiere hacer una contraposición: o los presos o la seguridad de la ciudadanía. Creo que esa contraposición 
de "o es uno o los otros" es falsa. Uruguay tiene un deber. Primero, este tema de cómo se debe tratar a las 
personas que están privadas de libertad y qué se pretende cuando a una persona se la encarcela está 
contemplado en el artículo 26 de la Constitución. Segundo: Uruguay ha ratificado convenciones y tratados y 
no puede ser que también el Estado uruguayo siga en falta, por ejemplo, con delitos como la tortura o la 
desaparición forzada. Tengo aquí la Ley_N* 16.724 de nuestro país -Convención Interamericana sobre la 
Desaparición Forzada-, la Ley N* 15.798 -Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles 
Inhumanas o Degradantes- y la Ley N* 16.294 -Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura-, que en el ámbito interamericano señalan que Uruguay debe crear en su Código Penal las figuras de 
la tortura y la desaparición forzada. 


Da la impresión de que todo el tema de derechos humanos está vinculado con la época de la dictadura y por 
eso existe el temor de que si creamos la figura de la tortura y la de la desaparición forzada nos estamos 
refiriendo a esa época. Cuando Uruguay ratifica estos tratados -que suscribieron una serie de países-, nadie 
pensó específicamente en la dictadura uruguaya. Creemos que Uruguay no puede seguir en falta en su 
legislación con la comunidad internacional, porque de repente pasa lo siguiente. Las conclusiones del Comité 


contra la Tortura de ONU sobre Uruguay del año 1996 -ya once años de ingresados en la democracia- 
presentan tres puntos: 1) La subsistencia en Uruguay de insuficiencia legislativa que obsta a la aplicación 
completa de las disposiciones del Pacto de San José de Costa Rica. 2) La ausencia de una disposición que 
tipifique en el derecho interno el delito de tortura en términos compatibles con el artículo 1.1 del Pacto de 
San José de Costa Rica. 3) La subsistencia en el derecho uruguayo de disposiciones sobre obediencia 
jerárquica incompatibles con el artículo 2.3 del Pacto de San José de Costa Rica, realizando también 
recomendaciones entre las que incluye la necesidad de reformas legales y el perfeccionamiento de los 
'...procedimientos preventivos de la práctica de la tortura a las personas privadas de libertad y a fortalecer su 
protección penal". 


Es decir que hoy a Uruguay, en cuanto a órganos internacionales respecta, lo observan por incumplimientos 
que uno no entiende. Entonces, se plantea un proyecto de ley -que todavía no está presentado formalmente en 
el Parlamento- y a nosotros nos llama la atención que en él se dedique tiempo a la mosqueta y no se 
consagren los delitos de tortura y desaparición forzada. Se trata de delitos de lesa humanidad que van contra 
la conciencia de toda la humanidad. 


Da la impresión de que seguimos con la marca de la dictadura para tratar determinados temas, cuando la 
tortura tiene que ver con ese período, pero no está específicamente vinculado con ese período. Si hoy en una 
Comisaría se tortura a una persona -como ha pasado en democracia y como se ha informado públicamente-, a 
ese funcionario policial de repente se le procesa por las consecuencias, por lesiones o por lo que le suceda a 
la persona a raíz de la tortura, pero el delito de tortura sigue sin aparecer, a pesar de que hay un proyecto del 
Colegio de Abogados, en el que, en su momento, estuvieron trabajando Schurmann Pacheco y López 
Goldaracena. 


La Cámara de Representantes, en un informe de 2002, hizo el trabajo comparativo entre las opiniones 
vertidas en la Comisión cuando se invitó al Colegio de Abogados, al Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, doctor Guillot, y a los doctores Gonzalo Fernández, Aldo Pressa y Miguel Langón. En el 2002 
vinieron a exponer sobre ese proyecto, a tres años de estar trabajando en este tema. Nos llama la atención que 
no se hayan consagrado estas figuras y que Uruguay siga en falta frente a la comunidad internacional. 


Los problemas de las cárceles, como saben, son de todo tipo. Hay cárceles que son más o menos nuevas en su 
construcción y que están en pésimo estado. Es el caso del COMCAR, del año 1986, de Las Rosas en 
Maldonado, que tiene treinta años; hay cárceles centenarias que ya no pueden cumplir esa función como la de 
San José -que debe ser la peor del interior-, la de Rocha, y así podríamos seguir sumando los ejemplos que 
surgen de la experiencia que tenemos por las visitas que hemos realizado. Se anunció que había una planta 
nueva, pero creo que todavía no hay reclusos alojados. 


Está todo el tema de la alimentación. El propio Director Nacional de Cárceles declaraba que el año pasado se 
seleccionaban 500 reclusos de los 1.800 que alberga el COMCAR para quedarse sin comer. 


También están los temas de la salud. Vino una comisión de médicos de todo el mundo y realizó un informe 
verbal en esta misma Sala, en el que manifestaron que en Uruguay se violaban en forma flagrante los 
derechos humanos de las personas privadas de libertad en cuanto a la carencia de atención sanitaria, de 
medicamentos, etcétera. 


El otro punto -obviamente, es un tema bastante espinoso- que nos interesaba tocar es lo relativo a la 
impunidad. Desde SERPAJ trabajamos en estos temas en coordinación con otras organizaciones y creemos 
que es bueno que la sociedad civil esté trabajando armónicamente buscando soluciones. Obviamente, no nos 
conforma la situación de nuestro país, que es bastante excepcional en la región. Basta con ver lo que ocurre 
en Chile, en Paraguay y en Argentina, donde se ha tomado otro tipo de medidas, inclusive, de derogación y 
anulación de leyes. Pensamos que con una visión ética y jurídica esa sería la mejor solución. Pero están las 
posiciones políticas, que no siempre van de la mano con lo jurídico y lo ético. Comprendemos a los políticos, 
que no decimos que vayan por un camino separado de la justicia y de la ética pero sí que muchas veces se 
distancian. 


Nos preocupa ese tema pero advertimos algunos avances. Se anuncia que esta semana se estaría entrando a 
los batallones y vemos que la cosa no es tan complicada como se decía, puesto que los antropólogos 
argentinos y uruguayos van a trabajar allí. Entonces, no era tan imposible, y no ocurrió nada con los 


militares, como se decía que pasaría si se producía algo así. Lo que deben hacer es someterse a la autoridad 
del Presidente y acatar lo que él disponga. 


También nos damos cuenta de que cuando sosteníamos que esa página no se había leído totalmente con la 
Ley de Caducidad, era efectivamente así, ya que el Presidente manifestó que se va a cumplir el artículo 4* y 
que, por lo tanto, se harán las investigaciones del caso; si resulta que con estas investigaciones de los forenses 
dentro de los dos regimientos se encuentran restos o indicios de que allí hubo individuos desaparecidos que 
fueron enterrados, intervendrá el Poder Judicial. De acuerdo con lo que establece la Ley de Caducidad, lo 
único que no se podrá cumplir será penar a los autores de esos hechos, si las investigaciones del Poder 
Judicial determinan quiénes fueron. Pero esto no quiere decir que no se conozcan, porque en dicha norma no 
hay ningún artículo que permita que alguien oculte la identidad de esas personas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los integrantes de la Comisión están de acuerdo, podemos desarchivar el 
proyecto de ley que se mencionaba, antes de que lo haga otra Comisión con la cual me parece que 
vamos a tener algún conflicto de competencias. 


SEÑOR TROBO.- No soy miembro de esta Comisión, pero, lamentablemente, no pude conceder una 
entrevista a la gente de SERPAJ, si bien la habíamos fijado, porque tuve que atender un tema de 
coordinación de la Cámara. 


Simplemente, quisiera saber si los invitados han formulado recomendaciones al Gobierno, no vinculadas a la 
legislación penal, que es importante, pues el tema de fondo no es si las penas son más o menos graves. Esa es 
una cuestión de opinión, mas bien sometida a los criterios políticos que no tienen por qué ser antijurídicos, 
porque, en definitiva, la ley se hace acá y se trata de adaptar a las normas internacionales, ninguna de las 
cuales dice qué pena debe tener un determinado delito. Como es un tema de sensibilidad y el Poder Ejecutivo 
tiene una primera responsabilidad como administrador del sistema carcelario, quería saber si hay 
recomendaciones prácticas en cuanto al manejo del sistema carcelario, a las condiciones, a las características 
de los edificios, para poder manejarlas como información. 


SEÑOR CHIFFLET.- Quisiera subrayar el aporte de SERPAJ al tema de los derechos humanos. 
Durante un tiempo, las organizaciones de derechos humanos no podían entrar a los establecimientos 
carcelarios. Cuando pudieron hacerlo, tuvimos informes excelentes, una muy importante colaboración 
con tareas como la de nuestra Comisión. 


En cuanto a lo estratégico, a lo que va más allá de la pena de dos años, hemos desarchivado un proyecto de 
rehabilitación carcelaria. Podemos entregárselo para que lo vayan analizando. Consiste en algo fundamental: 
sacar las cárceles de determinada órbita para tenerlas como organismo autónomo, con todas las disposiciones 
imprescindibles para que los guardias y demás funcionarios reciban instrucción sobre cómo tratar a los presos 
y ganar la autoridad por las vías que correspondan. 


Finalmente, quisiera saber si tienen alguna noticia de un ahorcamiento ocurrido en las últimas horas en el 
COMCAR. 


SEÑOR PAYSSÉ.- No, solamente la que se publicó en la prensa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recuerdo que cuando era Directora del INAME, SERPAJ ingresó por 
primera vez a los establecimientos donde se alojan los adolescentes en conflicto con la ley. Quisiera 
saber si se han seguido haciendo las visitas y si los informes también comprenden la Cárcel de Cabildo, 
muchas veces olvidada, porque la atención se concentra mayoritariamente en los varones. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Yo no hice referencia a un tema que me parece importante, la ubicación de las 
cárceles, porque cuando uno trata de sintetizar, de pronto, se olvida de algunas cosas que son 
importantes. 


Creemos que es bueno que aquella resolución que se tomó en 1971 después de la fuga de integrantes del 
Movimiento de Liberación Nacional de la Cárcel de Punta Carretas, sea corregida, visto el fracaso del 


sistema en manos del Ministerio del Interior. Se podía haber hecho antes, pero si no se hizo hay que verlo 
ahora, después de treinta y cinco años en que se les dio esa ubicación. 


Fuimos a Cabildo a fines del año pasado y vamos a hacer llegar el informe. Inclusive, hay un programa en el 
que se está trabajando con reclusas preparándolas en panadería, para lo que concurren a SERPAJ a tomar 
clases con profesores. En la parte de adolescentes infractores, también se continúa con un programa anexo 
preparándolos para el egreso en distintas áreas como carpintería, herrería, etcétera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- También en orfebrería. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Sí, es posible. Yo no estoy en ese tema; si bien soy defensor de oficio de menores 
infractores en Montevideo, en SERPAJ no trabajo en eso para no confundir las áreas. 


Obviamente, un objeto de preocupación -sobre el cual no sé si el Poder Ejecutivo dará alguna respuesta dado 
el alcance que tiene- es la famosa pasta base. Los Jueces se encuentran con jóvenes que concurren al Juzgado 
y no saben adónde derivarlos, porque el INAU tiene convenios con algunos lugares pero muy limitados, y 
como no puede pagar, cada vez se reducen más. Creo que tendría que haber una pronta reacción del 
Parlamento, del Poder Ejecutivo o de las autoridades para crear un centro. En el período pasado se había 
hablado de que una parte del Centro Nacional de Rehabilitación se iba a destinar a personas con problemas 
de drogadicción de pasta base, no para los que hubieran cometido delitos. Es decir que el Centro Nacional de 
Rehabilitación se iba a dividir en dos. Por un lado, las personas que ya estaban y, por otro, dedicar un ala a 
los consumidores de pasta base. No sé en qué quedó ese proyecto, creo que no se llevó a cabo; no sé si se 
podrá retomar. 


Allí hay un problema gravísimo. De cada diez chicos que ingresan al Juzgado, diría que ocho son 
consumidores de pasta base y que tanto el Poder Judicial como Salud Pública no tienen respuesta para ese 
tema. Hay que crear un sanatorio o un ala de un sanatorio especial para la internación de esos jóvenes. 


Cuando hablamos de aplicar penas -lo digo a título personal-, para la gente que trafica con drogas, deberían 
ser muy severas. Me llamó la atención cuando se bajaron las penas mínimas de la Ley de Estupefacientes. 
Eso permitió que todos los delitos se transformaran en excarcelables. Reitero que me llamó la atención 
porque frente al aumento del problema de la droga se incrementaban penas de delitos contra la propiedad. Por 
ejemplo, si un muchacho me saca las carpetas cuando salgo de acá llevando documentación -supongamos que 
se llevó también las llaves-, se le aplicaría un mínimo de dos años de penitenciaría; en contraposición, un 
traficante de drogas hoy está en condiciones de recuperar la libertad porque el delito es excarcelable. No 
entendí mucho. Pero esa es la realidad legal. 


SEÑOR TROBO.- A través de esa ley también se aumentaron las causales de calificación del individuo 
que trafica con drogas, porque hasta la creación de esa ley, identificar a un individuo que traficara con 
drogas era prácticamente imposible. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Pero se bajaron los mínimos. Es decir que todos los delitos tipificados en la Ley de 
Estupefacientes permiten que el Magistrado otorgue la excarcelación provisional. 


Lo que me parece más importante es que esta droga, de fácil acceso por su bajo costo pero que causa un daño 
muy importante en los jóvenes, ha sustituido a alguna otra que no causaba este daño, como la marihuana; es 
decir que no están en la misma línea. El consumo masivo en jóvenes de determinados estamentos sociales es 
la pasta base y puedo afirmar que roban para comprarla. El consumo de esa droga está directamente 
vinculado con el delito. 


SEÑOR CHIFFLET.- Sin duda, este tema deberá ser motivo de un análisis especial por parte de esta 
Comisión. 


No tengo tiempo, pero quería dejar planteado que respecto a Cabildo me he informado que las señoras 
embarazadas que deben dar a luz, no solo salen esposadas sino que permanecen así durante el parto. Esta 
noticia me ha llegado en las últimas horas por parte de algunas personas que asistieron a uno de esos partos. 


Creo que es un tema que puede solucionarse directamente con la Dirección Nacional de Cárceles y con los 
hospitales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece correcto el planteo que ha hecho el señor Diputado Chifflet. 
Vamos a comunicarnos con la Directora del establecimiento o con el Director de Cárceles para que lo 
confirmen. 


SEÑOR CHIFFLET.- Lo podemos resolver en una comunicación. Sé que esa gente tiene sensibilidad 
como para solucionar ese problema. El dato es exacto; me visitó la madre de una de las reclusas. 


Por otra parte -agrego un dato más-, una doctora me dijo que le llevaron un enfermo de SIDA casi terminal, 
de bajo peso, esposado, y querían que lo asistiera en esas condiciones. La doctora se negó y logró que le 
sacaran las esposas para poderlo asistir. 


Estas cosas pasan; en otra ocasión tendré oportunidad para desarrollar este tema. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quisiera hacer un reconocimiento público a la gestión del doctor Payssé y por las 
actividades que desarrolla SERPAJ. 


Por un asunto de formación personal nos interesa mucho el Derecho internacional, el Derecho comparado y 
la situación en otros países. En un futuro cercano me gustaría tomar contacto con sus pares de la región 
americana para conocer más de cerca cuáles son las recomendaciones, sugerencias y lo actuado por SERPAJ 
en países como Cuba, Venezuela y otros tantos. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Quiero aclarar al señor Diputado Espinosa que SERPAJ Uruguay se dedica a la 
actividad en Uruguay. No nos ocupamos del tema de las cárceles argentinas, brasileñas, venezolanas o 
cubanas. No en todos esos países existe SERPAJ, quizás no lo dejarían existir en algún lugar. 


En nombre de todos los compañeros agradezco la invitación. Para nosotros esta Comisión es la más 
importante que tiene el Parlamento y nos sentimos reconfortados cuando leímos en la prensa que la 
Presidenta y el señor Diputado Chifflet defendieron que esta no era una Comisión de segunda. 


Muchas gracias a todos. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Los agradecidos somos nosotros y nos volveremos a reunir. 


(Se retira de Sala una delegación de coordinadores de SERPAJ) 


(Ingresa a Sala el Director del Proyecto Bibliotecas Independientes de Cuba y asesores) 


La Comisión de Derechos Humanos da la bienvenida al Director del Proyecto Bibliotecas 
Independientes de Cuba, Ramón Colas, a la licenciada Soledad Murgan, al licenciado Federico 
Perdomo y al señor Gabriel Salvia. 


Previo a agradecer la visita del Director, quien solicitó expresamente ser recibido por nuestra Comisión -lo 
que hicimos inmediatamente; sabemos que estará pocas horas en nuestro país- solicito a los compañeros la 
autorización para que esta reunión se filme; la nota ya está circulando entre los compañeros. Queremos saber 
para dónde filmará, por una cuestión de transparencia en el trabajo. 


SEÑOR COLAS.- Soy cubano; tengo 43 años y hace tres que salí de mi país junto con mi familia. 
Agradezco vuestra gentileza al recibirme y al darme la oportunidad de dirigirme a ustedes. 


Vengo a hablar de Cuba, de la Cuba profunda y no de la virtual que muchas veces se presenta en los medios y 
también por aquellos que son solidarios con el sistema político de mi país. Vengo a hablar específicamente de 
la violación de los derechos políticos, culturales, económicos y sociales en Cuba. Lamentablemente, en mi 
país hoy estos son derechos violados constantemente por el Gobierno; hay un deterioro constante en materia 


de derechos humanos. A pesar de las trece condenas que la Comisión de Derechos Humanos de Ginebra dio 
en forma consecutiva, no se muestra por parte del señor Fidel Castro la voluntad de que el Relator de 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos pueda visitar el país y evaluar la situación que tienen los 
prisioneros políticos y de conciencia en Cuba. 


Cuba tiene más de 300 prisioneros políticos y más de 78 prisioneros de conciencia, lo que hace que en eso 
sea el primer país en el mundo, el que tiene mayor número de prisioneros de conciencia. Además, hay 27 
periodistas independientes presos; es el país que tiene el récord del mundo en periodistas encarcelados. Hay 
13 bibliotecarios independientes presos; personas que han perdido la intimidad de su hogar por ofrecer libros, 
que es un servicio a la cultura nacional. 


El nuestro es un proyecto que no está comprometido con la ideología política. Se ha hecho, precisamente, 
para que el cubano tenga acceso a la información y para que se respete la libertad intelectual, lo que también 
forma parte de la estrategia violatoria de los derechos fundamentales de los cubanos por parte del régimen de 
La Habana. 


Nosotros creemos -yo, particularmente, que viví en Cuba hasta hace tres años, que tengo allí a ocho 
hermanos y a mis padres; mi madre tiene la misma edad que el señor Fidel Castro, nacieron el mismo año, 
pero con la diferencia de un mes- que la situación de Cuba inevitablemente tiene que pasar por un proceso 
hacia la democracia. En Cuba existirá una democracia en un momento determinado; hay gestores de esa 
democracia en Cuba, que es el Movimiento pro Democrático Cubano, que tiene como alternativa de lucha la 
vía pacífica, no violenta. 


Más de trescientos compatriotas permanecen en la cárcel; a partir del 18 de marzo de 1998, por ofrecer libros, 
distribuir información y participar en un proyecto político pacífico, setenta y cinco compatriotas fueron 
llevados a la cárcel. Estamos buscando el apoyo, la solidaridad del mundo democrático para que esas 
personas sean puestas en libertad, porque han sido condenadas injustamente. El pretexto del régimen de La 
Habana es que responden a los intereses de los Estados Unidos. Eso es falso; es mentira. El Movimiento 
Democrático Cubano es auténticamente cubano, responde única y exclusivamente a los intereses del pueblo 
cubano. El Movimiento Democrático Cubano, opositor en Cuba, quiere una democracia en la que participen 
todos los cubanos, incluyendo a los que hoy forman parte de la nomenclatura política. 


Creo que el efecto multilateral, internacionalizar el tema de los derechos humanos en Cuba, tal como se hizo 
en su momento con la dictadura de Pinochet acá, en Sudamérica, o con el régimen del "apartheid" en 
Sudáfrica, es una medida efectiva, en parte, para que el mundo se sensibilice con el sufrimiento del pueblo 
cubano, que está sometido a la intolerancia de un modelo que no permite el respeto a sus derechos 
fundamentales. 


Las estadísticas pueden decir mucho más que mis palabras; estas estadísticas provienen de La Habana, del 
propio régimen 


Voy a referirme, por ejemplo, a la discriminación racial. Mi país tiene una población de un 65% de negros y 
mestizos y la representación de negros en el Gobierno es mínima; el Parlamento cubano tiene 606 miembros 
y menos del 18% son negros o mestizos. El 85% del cuerpo de Generales en Cuba es blanco y de cada cien 
automóviles que circulan por las calles de La Habana, solo cinco son conducidos por choferes negros. Y 
cuando menciono a un chofer, me refiero a un trabajo atractivo por la posibilidad que da a un cubano de 
encontrar beneficios a partir de ese empleo. Los trabajos más atractivos en Cuba son aquellos que están 
vinculados al dólar: la zona franca, el turismo, los hoteles, los aeropuertos. La presencia de cubanos negros 
allí es mínima. Un inversionista extranjero no puede contratar libremente en mi país a un cubano. Ya no se 
trata solo de una discriminación racial al cubano de raza negra, sino al cubano por su condición. Por eso, la 
comparación de la dictadura de Fidel Castro con lo que fue el régimen del "apartheid" en Sudáfrica. Es 
importante que sepan que los últimos cubanos que fueron llevados a un patíbulo de fusilamiento el día 11 de 
abril de 2003 eran negros. Uno de ellos era de mi pueblo, vivía en la parte trasera, donde vivía mi cuñada, y 
fue cargado por mi madre. Tenía 19 años Bárbaro Castillo García, y el único delito que ese muchacho 
cometió fue el que hicieron miles de cubanos que hoy son libres: tomar un barco para salir a buscar libertad. 


Con relación a la discriminación racial, también puedo decir que en Cuba hay catorce provincias y que cada 
una tiene un Presidente del Poder Popular -equivalente a un Gobernador-, pero solo tres de ellos son negros y 
dos Primeros Secretarios del Partido son negros. Las estadísticas hablan por sí solas. 


En los años 1998 y 1999 -lo digo con total propiedad, porque fui víctima de ello-, de cada diez cubanos 
negros que pasaban por las calles de La Habana frente a un policía, también negro, seis eran detenidos para 
pedirles identidad. El policía no lo hacía por decisión personal, sino porque formaba parte de una estrategia 
del Gobierno de La Habana en la que los negros debían ser requisados, detenidos, porque se asocia la 
peligrosidad social y el crimen con las personas de mi raza. 


Podría hablar mucho más sobre la violación a las libertades individuales de los cubanos, pero sé que el 
tiempo para esta presentación es mínimo. Quedo a disposición para responder cualquiera de sus inquietudes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aclaro que, lamentablemente, disponemos de muy poco tiempo porque está 
prevista una sesión de la Asamblea General para la hora 15 y no podemos sesionar durante su 
desarrollo. 


SEÑOR CHIFFLET.- Lamento que no dispongamos del tiempo necesario, porque del tema cubano nos 
ocupamos desde hace mucho tiempo. Recuerdo que, siendo periodista, un colega que visitó Cuba en los 
tiempos de Batista nos contaba que su primera visión de la Isla la tuvo desde el Hotel Rex de Santiago 
de Cuba. Él contaba que una mañana luminosa estaba mirando hacia la calle cuando vio llegar un 
vehículo desde el que distribuían una publicación -no sé cuál- que había sido prohibida y que en aquel 
momento se autorizaba. Advirtió que cruzaban la calle un policía y un guardia rural que portaba un 
fusil "springfield"”, y que informaban a la gente que, aun cuando aquella publicación había sido 
autorizada, se prohibía nuevamente. En ese momento, un niño moreno que había tomado algunos 
ejemplares de esa revista salió corriendo, desde luego, pensando que podrían representar algún ingreso 
para él. Entonces, el guardia apuntó, disparó y el muchacho cayó muerto. Recuerdo que el colega nos 
decía que ese había sido el primer crimen que había visto en su vida, y lo había presenciado allí. Luego 
empezó a informarse y se enteró de que eso era común en la Cuba de aquel momento; los guardias de 
Masferrer entraban de noche para sacar a los perseguidos políticos de sus casas y los fusilaban allí 
mismo, sin el menor proceso. Según nos informamos, posteriormente hubo un movimiento contra eso, 
y la dictadura de Batista cayó. Como consecuencia de ello, las playas a las que nadie entraba porque 
eran privadas se volvieron públicas, y también cambiaron otras cosas. 


Desde luego, sabemos que en el exterior hay organizaciones integradas por ex batistianos que, sin duda, son 
partidarios de la tiranía y no tienen mayor autoridad para denunciar violaciones de derechos humanos porque 
eran notoriamente violadores de derechos humanos. 


Se me ocurre que en Cuba hay una situación especial. El señor Colas no ha hecho ninguna referencia a la 
incidencia que tiene el bloqueo sobre la situación interna de la isla y sería interesante que la hiciera. Sabemos 
cuántos crímenes se han fomentado desde el exterior; por ejemplo, tenemos información sobre la muerte de 
jóvenes esgrimistas cubanos que viajaban en un avión que fue saboteado en Venezuela. El señor Colas me 
dirá si fue así o no. Desde luego que desde el exterior -en Panamá primero y en algún otro país después- se ha 
amparado a los asesinos de esos jóvenes cubanos. 


En definitiva, ¿qué incidencia atribuye usted al bloqueo y qué relación tienen ustedes con la Fundación 
Nacional Cubano Americana? 


SEÑOR COLAS.- En primer lugar, quiero decirle que Batista era un dictador y que el hecho de que 
Fidel Castro haya llegado a la Sierra Maestra no justifica acciones como esa, que yo no conocía. 
Además, muchos de quienes se opusieron a Fidel también habían luchado contra la dictadura de 
Batista. 


Fidel Castro llega a la Sierra Maestra prometiendo restituir la Constitución de 1940, que no fue restituida 
nunca; durante 17 años, Cuba fue gobernada mediante decretos y leyes revolucionarias que hacía Fidel 
Castro en la Plaza Cívica "José Martí", llamada por él "Plaza de la Revolución". 


No hay dudas de que en Cuba, antes de 1959, había discriminación y también crímenes; hablamos de una 
dictadura. Yo no había nacido, pero mis padres me dicen que en 1959 eran pobres, pero que con Fidel Castro 
son cien veces más pobres. Y ellos están en Cuba; usted puede visitarlos para que le den testimonio directo de 


lo que vivieron antes y de lo que están viviendo ahora. Realmente, todos querían cambiar esa situación, pero 
Fidel Castro violentó la sociedad cubana. 


Fidel Castro llegó al poder por la vía armada y los primeros opositores que tuvo fueron, precisamente, 
quienes lo habían llevado al poder de esa manera. 


Yo no soy un hombre de violencia; estoy contra todo tipo de violencia y, aunque como buen cubano, 
incursiono en la cuestión política, soy promotor de la lectura libre, de la cultura. Soy una persona que aboga 
porque en Cuba se respeten los derechos fundamentales de la gente, sobre todo, el derecho a la libertad 
intelectual y el de acceso libre a la información, como tienen ustedes aquí. 


El exilio cubano aparece en cualquier conferencia o presentación que hacemos. El exilio tiene muchísimos 
colores. Hay personas que abogan por una solución de violencia, pero cada día son menos. Estudios 
realizados por diferentes instituciones académicas de los Estados Unidos demuestran que hay una tendencia 
creciente a la moderación; si antes las instituciones del exilio creían que la solución tenía que partir del 
"lobby" en Washington, hoy las más importantes -inclusive, la Fundación Nacional Cubano Americana a la 
que refiere el señor Diputado- abogan porque el proyecto de transición de Cuba tenga como actores a los 
protagonistas que están en la isla. Ellos deben convertirse en facilitadores, en un puente que dé recursos y 
facilidades para que el movimiento prodemocrático cubano pueda avanzar. Es una política que me parece 
inteligente, coherente y racional. 


En su momento, la Fundación Nacional Cubano Americana -creada por Jorge Mas Canosa- pudo tener como 
estrategia de lucha la vía armada; eso pudo haber sido así; no lo sé. Pero la Fundación es hoy una de las 
instituciones que tiene una postura moderada, y aquellos integrantes que eran de la postura más reacia a 
cualquier tipo de acercamiento con el pueblo de Cuba y con el movimiento democrático de Cuba se 
desvincularon. Creo que Castro ha logrado demonizar al exilio cubano de una manera extraordinaria diciendo 
que somos mafiosos, terroristas. Así me lo dijeron a mí tres semanas después de haber salido de Cuba, 
cuando Castro hizo un discurso en La Habana señalando que estaba contra la guerra y el terrorismo. Si 
realmente hubiera estado contra la guerra y el terrorismo no habría dejado salir de su país a un terrorista; 
debería haberlo encarcelado. No me extraña que ese discurso no se encuentre en distintos lugares del mundo. 


Lo importante es que hay voluntad entre los cubanos para encontrar una solución. Y cualquier salida que 
tenga el futuro político de Cuba tendrá que contar con la participación de nosotros, los exiliados, porque 
somos cubanos. Cuando uno sale del país lo clasifican como "hache de pé"; no sé si para ustedes tiene la 
misma significación que para nosotros en Cuba. Castro cree que cubano es aquel que sigue su revolución. Así 
queda evidenciado en las palabras del Arzobispo Meurice, quien cuando el Papa visitó Cuba dijo: "Padre: le 
presento a un pueblo que ha confundido a un partido con una nación o un pueblo con un partido". Estas son 
cosas muy importantes a tener en cuenta. 


Como decía, el pueblo de Cuba será democrático y en ese proceso participarán quienes hoy forman parte de 
esa nomenclatura política -siempre y cuando no tengan las manos manchadas de sangre- y quienes integran el 
movimiento democrático de Cuba, que luchan de forma pacífica. Además, participarán los cubanos que están 
en el exilio -¿por qué no?-; todos somos cubanos, es un derecho que tenemos y nadie, absolutamente nadie 
podrá quitárnoslo. 


Existe el mito de que los norteamericanos son los que dirigen este proceso. Repito: es un proceso 
auténticamente cubano. Yo no respondo a los intereses de Estados Unidos ni de Madrid ni de Montevideo. Yo 
quiero regresar a mi país y sumarme al protagonismo que otros tienen en Cuba. Del mundo queremos apoyo. 
Ahora estamos tocando puertas en este país; mañana lo haremos en Buenos Aires y seguiremos en Lima. 
Queremos decir al mundo que necesitamos que nos ayuden a resolver un problema, porque este mundo es 
globalizado también en lo que hace a la política y tiene que incidir en estos casos, sobre todo América Latina. 
Digo esto porque -a mi modo de ver- el caso de Cuba es la expresión más extrema de la intolerancia que han 
padecido los pueblos de América Latina y es el momento de terminar con esto. 


SEÑOR CHIFFLET.- Supongo que si, eventualmente, en Cuba hubiera un nuevo régimen y ellos lo 
dirigieran, todo aquel que cometiera actos criminales iría preso. Lo digo porque hay presos por 
motivos políticos -eso tengo que saberlo-, pero también por haber cometido crímenes, atentados, por 
haber colocado bombas, etcétera. 


Por otra parte, debo insistir -sin ánimo de polemizar- en que no se ha dicho una sola palabra sobre el bloqueo 
que, por ejemplo a nosotros, como uruguayos, nos afecta, y voy a decir por qué. Si una empresa uruguaya 
comercia con el pueblo cubano es sancionada. Esta es una acción imperial que padecimos nosotros, porque 
cuando Cuba fue separada de la Organización de Estados Americanos, contribuyendo a un bloqueo que 
después fue acentuado por Estados Unidos, a nuestro Embajador prácticamente lo compraron. Tengo aquí un 
libro de un líder que no es de mi Partido, el señor Wilson Ferreira Aldunate, que explica cómo se le dio orden 
de abstenerse, y se supone que no por su sola voluntad votó en contra de lo que le señaló el gobierno. Esto 
forma parte de una acción imperial que existe, que ha asolado América Latina y que, a mi juicio, es uno de 
los factores que impide todo proceso de entendimiento dentro de Cuba. 


Es una opinión personal, disculpe usted. La expreso con toda franqueza. Me hubiera gustado debatir el tema 
con mayor disponibilidad de tiempo. 


SEÑOR COLAS.- Yo estoy en contra del embargo que tiene Fidel contra el pueblo de Cuba, que es el 
que funciona. El pueblo de Cuba tiene embargados todos sus derechos. Yo estoy a favor de que se 
levante de inmediato ese embargo. Una vez que sea levantado ese embargo, el pueblo de Cuba tendrá 
otro destino. Sin duda, el embargo norteamericano es polémico. Hoy Cuba tiene a Estados Unidos 
como su séptimo socio comercial. A partir del año 1978, el Congreso de Estados Unidos flexibilizó la 
política de embargo. Estados Unidos puede vender a Cuba y Cuba puede comprarle a este país toda la 
medicina y los alimentos que quiera, siempre y cuando paguen "cash", en efectivo. Hoy, Estados 
Unidos tiene a Cuba como el tercer comprador de alimentos, después de Colombia y República 
Dominicana. Cuando el Presidente Jimmy Carter visitó Cuba para hacer una presentación, Fidel 
Castro estaba en la Universidad de La Habana y Carter le dijo: "No hablemos más del embargo que 
eso no es problema de Cuba". Y puso el caso de México: "Ustedes pueden comprar a México lo que 
quieran, inclusive a menor precio". 


¿Pero por qué Castro no compra medicina en Estados Unidos? Porque los farmacéuticos norteamericanos 
tienen un "lobby" en el Congreso. Es una incoherencia moral. "¿Por qué no compras medicina, si tú lo puedes 
hacer? ¿Por qué compras alimentos?". El poder que tienen los granjeros norteamericanos, sobre todo en 
Michigan, es muy fuerte en Estados Unidos y puede incidir en su Gobernador o en los congresistas que 
tienen. Nunca antes en un Gobierno norteamericano se ha vendido más alimento a Cuba que en el Gobierno 
de George Bush. 


SEÑOR CHIFFLET.- Entonces, el señor Colas entiende que no hay bloqueo. 


SEÑOR COLAS.- Yo no he dicho que no hay bloqueo. Si hay bloqueo es porque Cuba no puede 
obtener financiamiento en Estados Unidos. Yo no sé si usted le prestaría dinero a alguien que no le 


paga. 


Por otra parte, se dice que el turismo norteamericano va a llevar la democracia a Cuba. Discrepo con eso. En 
América Latina hay una postura crítica con relación a Estados Unidos. Si los norteamericanos van a llevar la 
democracia a Cuba, ¿acaso los españoles que tienen una sociedad democrática no van a Cuba? ¿Acaso los 
franceses que tienen una democracia o los suecos que tienen la democracia más consolidada del mundo o los 
canadienses no van a Cuba? Esas personas van a Cuba. Diría que cualquiera de las dos posiciones está 
demostrando una dependencia hacia Estados Unidos de Norteamérica. Si usted me dice que levante el 
embargo; ¿dónde está el pueblo de Cuba? ¿Cuál es el papel que va a tener el pueblo de Cuba en la solución 
del problema? Si usted me dice, manténgalo que eso resuelve el problema... ¿Y dónde están los cubanos? 


(Interrupciones del señor Diputado Chifflet. Respuesta del orador) 


-——Por eso es que creo que la solución es trabajar para que se levante el embargo que tiene Fidel 
Castro contra el pueblo de Cuba. Esa es la solución inmediata. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recuerdo a los señores Diputados que solo restan dos minutos de sesión. La 
Comisión pasará a intermedio y seguirá sesionando después de que la Asamblea General se haya 
levantado para recibir a otra delegación. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Hago mías totalmente las expresiones del compañero Chifflet. Él ya te 
formuló algunas de las preguntas que yo pensaba hacerte. 


Te hemos escuchado con mucha atención y respeto, porque acostumbramos hacerlo. De todas maneras, 
tenemos que decir que no compartimos el planteamiento. Concretamente, nos gustaría profundizar sobre el 
bloqueo. Para nosotros existe un bloqueo por parte de Estados Unidos, lo que es una condicionante muy 
fuerte para la situación que viene padeciendo Cuba desde hace muchísimos años. Tendríamos que entrar a ver 
muchas cosas más, pero hoy no hay tiempo. 


Quisiera saber quién financia y cómo se financia la actividad de ustedes, que veo que es bastante importante. 


SEÑOR COLAS.- Se necesita mucho tiempo para hablar sobre Cuba. Yo empecé hablando de la 
libertad intelectual, del acceso a la información y de la violación a los derechos económicos, políticos, 
culturales y sociales. Lo del embargo lo discutimos en otro momento; si me invitan, vendré las veces 
que sea, no solo a esta Comisión, sino a cualquier otro lugar. 


En Miami hay muchos cubanos con dinero, a quienes les tocan las puertas y dan por la libertad de su país. Yo 
trabajo y parte de mi dinero lo vuelco a esta causa, y lo haré siempre porque mientras en mi país falte la 
libertad, lucharé por eso. Además, no tengo prejuicios en cuanto a quién me dé dinero para que mi país sea 
libre. Fidel Castro recibe US$ 300:000.000 de ayuda humanitaria de los Estados Unidos, casi ciento 
cincuenta veces más que lo que el proyecto del Presidente Bush tiene para Cuba, que son US$ 7:000.000. 
Nosotros queremos que los alemanes nos den dinero para ese movimiento democrático en el que ninguno 
trabaja; si ustedes nos dan dinero, lo recibimos. Por eso hablo del efecto multilateral. ¡No es inmoral! Cuando 
Fidel Castro hizo su revolución, primero fue a buscar dinero a Washington; esto está en las fotos, en la 
historia. Eso no es inmoral. Si nos dan dinero aquí, lo enviaremos con mucho orgullo y diremos que los 
uruguayos nos dieron dinero para el Movimiento Democrático en Cuba. La historia se los va a agradecer; sin 
duda. 


SEÑOR ESPINOSA.- Indudablemente, los contextos históricos hay que verlos en su amplitud y no en 
hechos aislados. Aquí se han vertido expresiones, de las que quiero destacar con todo respeto las del 
señor Diputado Rodríguez; no creo que sea el sentimiento general de esta Mesa decir que estemos de 
acuerdo o no con sus expresiones. 


Cuando uno habla de la globalidad histórica tenemos que entender que muchas veces -ya que se hizo 
referencia a algunos nombres como el de Batista-, lamentablemente, la historia mundial ha confirmado que 
existen totalitarismos de derecha y de izquierda. En lo personal, creo que ambos son muy malos. Cuando se 
habla de bloqueos, también tenemos que hablar históricamente de asistencialismos, esa asistencia que durante 
tantos años -no voy a discutir los motivos, porque no quiero entrar en discusiones bizantinas- recibió Cuba de 
la ex Unión Soviética. 


Somos contestes y hemos tomado un gran contacto con el padecimiento del pueblo cubano: la violación de 
los derechos humanos, las restricciones de las libertades. Las cifras que ustedes mencionan no las voy a 
discutir; quizás sean inferiores a las reales. 


La única pregunta que quiero hacer al estimado Ramón Colas es esta verdad que, indudablemente, no se 
puede desnudar por los contextos históricos, internacionales y por las opiniones que serán encontradas o 
desencontradas, pero es lindo en democracia decirlas. ¿Cuánta gente más se va a tener que tirar al agua -aun 
no se ha infestado de tiburones- para demostrar que en Cuba la democracia que se menciona no sería tal? 


SEÑOR COLAS.- Votamos con el pie saliendo de nuestro país. El cementerio más grande de Cuba no 
está en Cuba; está en el estrecho de la Florida. Eso es la prueba del fracaso de esa revolución y de la 
falta de libertad y de democracia en Cuba. Creo que sí, que todas las dictaduras han tenido cómplices: 
Hitler los tuvo, Pinochet también, Castro los tiene. ¡No nos asombra! Lo hemos encontrado en Madrid, 
en Berlín, en Washington y lo podremos encontrar en cualquier lugar del mundo. Yo creo mucho en el 
juicio moral de la historia, sin duda; en ese juicio moral vamos a comparecer todos. Es difícil que un 
cómplice de una dictadura que fusila -hace apenas dos días se cumplieron dos años del episodio de los 


últimos fusilados por Castro, de los cuales los tres eran negros-, no comparezca allí y es difícil que la 
historia lo absuelva. 


SEÑOR NOVALES.- Cuando el señor Diputado Rodríguez dice "te hemos" o "consideramos", diría 
que es una licencia poética pluralizar. Entiendo que él habló desde su punto de vista, no desde el de los 
demás señores Diputados ni de la Comisión. Yo estoy de acuerdo en un montón de cosas que manifestó 
nuestro invitado. Cuando yo hablo, lo hago en primera persona, y creo que el señor Diputado habló de 
esa manera. 


(Diálogos) 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quisiera decir que yo también represento a mucha gente. Lo hice con total 
honestidad porque, a pesar del poco tiempo que hemos tenido para hablar sobre el tema, me parece 
bueno que sepas qué pensamos. Podríamos habernos quedado quietos, y pensabas que estábamos todos 
de acuerdo. Lamento que hayamos tenido poco contacto y que no hayamos podido profundizar sobre el 
tema. 


En cuanto a la discriminación, compartimos contigo que eso se tiene que superar en todo el mundo; en 
muchos lugares hay discriminaciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Inclusive aquí. 


SEÑOR TROBO.- Creo que es muy importante que la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara 
de Representantes, que es la única especializada de todo el Parlamento uruguayo en estos temas, reciba 
a este invitado, así como a otros que eventualmente pidan una entrevista. Uruguay ha tenido que usar 
la solidaridad internacional para que en diversos foros, parlamentarios o no, oficiales o no, 
compatriotas de diversas tendencias políticas se expresaran desde su visión particular sobre la realidad 
de nuestro país, cuando aquí se vivía un régimen en el que no existían libertades. Así que elogio la 
decisión de la Comisión de recibir al visitante. 


Creo que también es muy importante que tenga en cuenta esta Comisión, para enviarle información, que esta 
eventualmente se puede analizar con objetividad y con criterio abierto y liberal en el sentido de entender los 
temas, no de comprenderlos bajo una visión ideológica sino de analizarlos, porque creo que es muy 
importante informar e informarse sobre estas realidades. 


Por último, Uruguay, es un país hermano de Cuba, y su Gobierno ha resuelto, con el apoyo de todos los 
sectores políticos sin excepción, restablecer relaciones diplomáticas y va a designar un Embajador en La 
Habana, seguramente, en los próximos días. Por lo tanto, es muy importante que tanto este alto funcionario 
como el señor Canciller cuenten con la versión taquigráfica de esta visita. Seguramente, será una información 
relevante sobre un país con el cual Uruguay ha decidido restablecer relaciones diplomáticas. 


(Diálogos) 


-—A raíz de lo que dijeron el señor Diputado y el señor Colas, quizás no sea posible dentro de un mes o 
dos -no soy miembro de la Comisión, por lo cual esta propuesta debería recogerla alguno de sus 
miembros-, pero en octubre o noviembre la Comisión podría organizar un foro sobre algunos de los 
temas que aquí se tocaron, tal vez, el de la libertad de expresión como fenómeno que ayude al 
desarrollo de la democracia con un capítulo sobre la situación de Cuba. Asimismo, sería bueno que la 
Comisión invitara a quienes están a favor de tener prescripta la libertad de expresión, de lectura y de 
información en Cuba y aquellos que están a favor de abrirla. 


(Interrupción de varios señores Representantes) 


SEÑOR CHIFFLET.- Se trata de llegar a la verdad con imparcialidad, porque hay crímenes que se 
han cometido contra el pueblo cubano que, por cierto, nadie en el exilio los condena. 


SEÑOR TROBO.- Lo que yo digo no tiene doble sentido. Yo no defiendo ningún crimen sino la 
libertad. Cuando propongo que esta Comisión propicie un análisis sobre la libertad de expresión y la 
libertad de prensa y que haya un capítulo sobre Cuba, es para que los cubanos que están de acuerdo en 
que exista y los que no, confronten sus posiciones. Nosotros hablaremos con argentinos, con chilenos, 
etcétera, pero me parece que el tema de la libertad de expresión es muy importante. Puede ir en 
paralelo con los trabajos orgánicos que realiza esta Comisión propiciando un foro que creo que 
también le va a venir bien a la región, porque la libertad de expresión es un tema que está en peligro, 
siempre y en todos lados. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Como se puede sospechar que el que calla otorga, quiero decir que como 
integrante de la Comisión de Derechos Humanos estoy dispuesta a recibir a todas las delegaciones que 
concurran, pero no a que se piense que estoy de acuerdo con las cosas que hemos escuchado. Recalco 
mi solidaridad con algunos planteos, concretamente, la discriminación, que existe en todo el mundo, 
inclusive, en nuestro país -por ejemplo, racial-, que estamos tratando de revertir y que vamos a 
combatir desde esta Comisión. 


También quiero decir que esta Comisión tiene la suficiente solvencia y ganas de trabajar como para hacer su 
propia agenda, instrumentar y priorizar los temas sin tener que recibir de quienes no la integran consejos 
sobre la mejor forma de tratar los temas que estamos abordando. Entonces, digo y recalco -no voy a sumarme 
a esta forma de trabajar de interrupciones continuas- que tengo mucha confianza en el trabajo de esta 
Comisión, en su Presidenta y en sus miembros, y creo que el debate que vamos a dar abarcará los temas que 
nosotros prioricemos sin necesidad de consejos de afuera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No podemos seguir sesionando porque está en sesión la Asamblea General. 


Se va a votar si se pasa a intermedio hasta que finalice la Asamblea General. 


(Se vota) 
——Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


La Comisión pasa a intermedio. 


(Es la hora 15 y 05) 
———S€e reanuda la reunión. 


(Ingresa a Sala una delegación de padres y madres del departamento de Maldonado) 


La Comisión de Derechos Humanos da la bienvenida a una delegación de mamás y papás del 
departamento de Maldonado, integrada por las señoras Cristina Viraqué, María Supparo y Rocío Díaz 
y por el señor Marcelo Díaz. 


Estamos muy interesados en escuchar lo que nos vienen a contar. Hemos tenido versiones de algunas otras 
compañeras Legisladoras, hemos estado en contacto con Edilas y con algunas otras mamás que hoy no nos 
visitan y nos parece muy importante que el episodio que van a narrar quede registrado en la versión 
taquigráfica. 


SEÑOR DÍAZ.- Agradecemos que nos hayan recibido en esta nueva instancia que estamos recorriendo 
y por el tiempo que nos dispensan. 


Somos padres y madres de un plantel de nado sincronizado de Maldonado, del Campus Municipal, 
dependiente de la Intendencia Municipal de Maldonado. 


SEÑORA DÍAZ.- El hecho que queremos comunicar ocurrió el 14 de febrero. Las niñas habían ido con 
indumentaria deportiva para hacer el entrenamiento normal. Lo único que les dijeron fue que les iban 


a sacar unas fotos, pero nunca nos aclararon de qué tipo de fotos se trataba. Le han tomado fotos al 
plantel pero para mostrar en la cartelera del hall de la piscina -no sé si la conocen-, donde hay paneles 
en los que exponen las actividades que realizan. 


Cuando nos comunicaron que se les iba a tomar fotos, como para el nado sincronizado, se maquillaron y 
lucieron mallas bordadas con lentejuelas, llevaron esa indumentaria. Ingresaron a las ocho de la mañana para 
el entrenamiento normal y a la hora diez se les iban a tomar las fotos. 


Como llevé a otra hija a otro horario, presencié cómo era el tipo de fotos que estaban tomando y no eran las 
que pensábamos. Observé el despliegue de una producción fotográfica, con pantallas, luces, cámaras muy 
sofisticadas y por curiosidad pregunté por qué las niñas estaban posando. A todo esto ya eran las 11 y 20. La 
profesora me dijo que era para la producción de un fotógrafo extranjero y que ya terminaban. 


Me retiré para hacer un mandado y cuando volví, las niñas seguían posando; ya eran las 11 y 40. Estaban 
desde las ocho de la mañana, sin alimentarse, con todo el entrenamiento y a su vez posando con las 
exigencias que se imponen a un profesional. 


En todas esas instancias les tomaban fotografías fuera del agua, siendo que el nado sincronizado es dentro del 
agua; la característica más importante es el despliegue de música dentro del agua. A su vez, las estaban 
fotografiando individualmente. Las niñas no tenían las mallas con todo el detalle; vestían la malla negra que 
es con la que entrenan. 


Preocupada le pregunté a la profesora quién era esa persona que estaba tomando tantas fotos -ya había pasado 
bastante tiempo-, para qué eran esas fotos y quién las había autorizado. Pero como no le habían dado 
explicaciones a la profesora me dijo: "Pregunta tú que sos madre". En ese momento estaba el Director del 
Campus, el señor Mafio, y le pregunté en qué se beneficiaban las niñas permaneciendo tantas horas posando 
para un fotógrafo, si iban a tener "sponsor", si les iban a dar indumentaria deportiva o a ayudarlas en algún 
sentido. El Director me dijo que lo único que recibían era el hecho de que un fotógrafo reconocido les tomara 
fotos para realizar un "book" y que iba a ir a un banco de imágenes. Yo no entendía qué era un banco de 
imágenes; ahora sí lo entiendo 


Insistiendo, le volví a preguntar en qué se beneficiaban las niñas de estar tantas horas después de un 
entrenamiento, sin comer, con una exigencia tan grande y quién lo había autorizado. Me dijo que cada una 
iba a tener un "book" de fotos, porque era un fotógrafo reconocido. Pero nadie nos preguntó si permitíamos 
una sesión de fotos tan importante. Me dijo que era para una empresa de Montevideo. Pregunté qué empresa 
y me contestó que tenía la tarjeta y se fue del Campus. 


Había un fotógrafo uruguayo y otro extranjero -una profesora me aclaró que el fotógrafo extranjero no 
hablaba castellano-; hablé con el uruguayo y le pregunté quién había autorizado esto. Me dijo que ellos 
habían hecho el trámite y que habían informado en la Intendencia y en el Campus que querían hacer esas 
fotos. Le dije que a nosotros, los padres, nadie nos había dicho que iban a hacer una producción de fotos tan 
grande y menos aún con un fotógrafo extranjero. Me dijo que habían enviado por fax lo que solicitaban para 
hacer la sesión de fotos y que lo daban por hecho. Le pregunté si iba a haber algún aporte económico para 
mejorar el entrenamiento de ellas o su indumentaria y me contestó que ya se había hecho un buen aporte 
económico. Me dijo que era un empleado, que si lo esperaba cinco minutos él me diría el monto, cuando 
hacía diez minutos que le había preguntado al Director si habría algún aporte y me había contestado que no, 
que lo único que habría sería el "book" de fotos. 


A partir de ese momento, comencé a llamar a los demás padres, porque nosotros no habíamos autorizado que 
se hicieran esas fotos. A su vez, me sorprendió que dentro de la piscina en que ellas entrenan hubiera un 
fotógrafo extranjero haciendo toda esa producción para Internet, con toda la dimensión que tiene, y sin saber 
cómo pueden utilizar las fotografías. Inclusive, siempre compré todas las fotos que le sacaron a mi hija en el 
Jardín, porque me gusta tener sus fotos. 


Los padres comenzaron a llegar y solicitamos la presencia del Director del Campus, quien se había ido. 


SEÑOR DÍAZ.- A las 13 horas del lunes 14 de febrero, recibimos la llamada preocupada de parte de 
esta madre. Llegamos al Campus y la sesión de fotos se había convertido en una gran producción, de 


modelos, porque inclusive lo dice el contrato. Pedimos una reunión con el señor Mafio, Director del 
Campus. El conocimiento que él tenía de la situación era vago. Le preguntamos cuál era el fin de las 
fotos y no supo explicarlo. Llamó al fotógrafo uruguayo y pudimos indagar un poco más sobre el tema, 
dándonos cuenta de la gravedad que estaba tomando la situación. Se trataba de un fotógrafo 
extranjero y de niñas que van desde 12 a 17 años, todas menores de edad. No se había requerido la 
autorización expresa de ninguno de los padres. El revelado de las fotos se haría en Estados Unidos, por 
lo que los rollos de fotos saldrían del país. Como padres, nos empezamos a preocupar por la dimensión 
que esto podría tener. El fotógrafo nos explicó que el "set" de fotos era muy común entre los 
fotógrafos; se hace una producción de fotos y si un diario de equis país desea fotos de nado 
sincronizado, se las proporciona por Internet. Quizás esta gente tiene buenas intenciones, pero puede 
ser usado con fines indefinidos por quien las compre, ya que serían publicadas en Internet. 


Hablamos de que no habíamos autorizado la sesión y el fotógrafo nos dijo que antes de salir hacia Maldonado 
se había asegurado desde la empresa que los contratos habían salido hacia aquí. Les dijimos que nosotros 
nunca los habíamos recibido y el Director comunicó que tampoco los había recibido. 


De esa reunión también participó Jesús Bentancur, Director General de Deportes y Eventos de la Intendencia 
Municipal de Maldonado. Él estaba en otra reunión, pero se acercó cinco minutos para comunicarnos que el 
Campus no tenía nada que ver con la Intendencia, que eran cosas separadas; se limitó a deslindar 
responsabilidades. En ese momento, solicitamos la entrega de los contratos para tener conocimiento del tenor 
que tenían; ahí nos dimos cuenta de que el contrato -lo adjuntamos al expediente que les vamos a entregar- 
está en inglés. Allí se establece, por ejemplo, que las imágenes podrán combinarse con otras, con textos o con 
gráficas; que las imágenes podrán ser alteradas o modificadas; que uno conoce y está de acuerdo con lo que 
antecede; que uno no tendrá derecho sobre las imágenes, que pertenecen al fotógrafo; que no se tendrá 
derecho sobre consideraciones adicionales o cuentas, sin derecho a reclamo; que este contrato es irrevocable, 
mundial y perpetuo y se rige por las leyes del Estado de Nueva York, excluyendo las leyes de Uruguay, lo 
que nos parece muy grave. Queríamos negociar que los rollos no salieran del Campus. 


Uno de los padres se comunicó con un abogado y él nos dijo que hiciéramos enseguida la denuncia policial. 
Nosotros no queríamos llegar a esa instancia; por eso, hablamos con el fotógrafo uruguayo y él con el 
fotógrafo holandés nacionalizado americano. Lo que nos decía era que no podía usar esas imágenes porque 
no tenía el permiso de los padres para hacerlo, pero que los rollos eran de su propiedad y no accedía a 
entregarlos. 


Estuvimos más de tres horas negociando, hasta que se llegó a hacer la denuncia policial. 


SEÑORA SUPPARO.- Soy madre de una niña de 14 años. Llegué más tarde que todos los demás 
porque estaba trabajando y mi celular estaba apagado; recién cuando salí -a las tres de la tarde- recibí 
el mensaje. 


No podía creer lo que me decían durante el trayecto hasta la oficina de Mafio. Las niñas estaban muy 
preocupadas. Lo único que pude escuchar fue que eran fotos que se iban a ir del país. Entonces, entré al 
despacho de Mafio y le pregunté, pero no supo contestarme; todo lo que decía era vago. Me dijo que no había 
dinero de por medio y que si las fotos eran publicadas en Internet era todo para él, que había papeles 
firmados que nos servían de garantía. Le contesté que eso no me convencía. 


El solo hecho de que entraran a ese lugar y le sacaran fotos a mi hija sin mi permiso ya me parecía mal; por 
eso llamé a la Policía. Vinieron enseguida y expliqué la situación a los Oficiales. Creo que en determinado 
momento los policías instaron a los fotógrafos a que nos devolvieran las fotos. Yo les había dicho que los 
padres ya lo habían intentado pero que se habían negado. Como ocurrió lo mismo, los policías dijeron que no 
había más remedio que ir a la Comisaría de la Mujer, ya que se trataba de menores. Hacia allí nos dirigimos; 
alguien se subió con ellos y los escoltó hasta allí. 


Quiero resaltar que fueron momentos espantosos para nosotros. Cuando supimos que había un extranjero 
sacando fotos a nuestras hijas se nos vino a la cabeza lo que pasa en otros países; sentimos miedo. Además, 
nos llamó la atención que hubieran sacado tantas fotos. 


Declaramos todos en la Comisaría de la Mujer y presentamos una denuncia por escrito, que está en la carpeta 
que vamos a entregarles. Los fotógrafos también declararon. 


Desde las cuatro de la tarde estuvimos temiendo que las fotos salieran del país. Durante muchas horas no nos 
daban ninguna seguridad al respecto; recién después de la medianoche supimos que la Jueza había 
dictaminado la incautación de los rollos. No sabíamos a quién recurrir; estábamos desesperados. 


Luego de que incautaron los rollos nos dieron una citación para concurrir al día siguiente al Juzgado Penal. 
Nosotros planteamos que teníamos miedo de que hubiera algo más en el auto y, aunque lo revisaron, les 
permitieron irse en él. No quedé conforme con eso pero fue lo que la Justicia determinó. A pesar de eso, 
quiero aclarar que estoy agradecida a la Justicia y a la Policía por todo lo que hicieron; lo que nos brindaron 
fue bastante. 


Quiero acotar que las chicas dicen que ellos ponían casetes en otras máquinas, pero lo único que se incautó 
fueron rollos convencionales, esos que son de color negro. El fotógrafo extranjero tenía pantalones anchos, 
con muchos bolsillos, y no sé si lo revisaron; temo que fotos de cámaras digitales se hayan ido en esos 
bolsillos. Mi hija me decía que ponían y sacaban rollos; después, un amigo me comentó que las cámaras 
digitales tienen cierta capacidad de memoria y que, cuando se agota, les ponen otra y siguen sacando fotos. 


SEÑORA DÍAZ.- Estuvimos indagando y recorrimos muchos lugares pidiendo ayuda, porque éramos 
totalmente ignorantes en este tema. Lo que nos llamó la atención fue que ellas, que siempre usan 
mallas con lentejuelas, para sacarse las fotos usaron solo mallas negras. Según nos dijeron, 
digitalmente es mucho más fácil quitar un fondo negro que uno de colores. 


Reitero que las diez niñas que fueron fotografiadas son adolescentes; sus edades oscilan entre los 12 y los 17 
años. Las fotografiaban juntas y también individualmente, todo alrededor de sus cuerpos. Inclusive, mientras 
estábamos reunidos con las autoridades del Campus y el fotógrafo uruguayo, clamando para que no sacaran 
más fotos, el fotógrafo alemán continuaba haciéndolo. Al final, un padre fue y lo detuvo. 


Cuando estaban sacando las fotos, a mi hija le dijeron que pusiera el dedo en la boca. Ella preguntó por qué y 
el fotógrafo la increpó y de todos modos le sacó fotos. Todas las niñas estaban sorprendidas porque no 
entendían por qué les había dicho eso. Reitero que en ese momento estaban solas con él porque nosotros 
estábamos reunidos con las autoridades del Campus. 


El contrato en inglés lo llenaron con todos los datos de las niñas, desde dirección, "e-mail", teléfono, etcétera. 
Eso ocurrió en el mismo momento en que estábamos llamando a todos los padres. Cuando se dieron cuenta 
de que no tenían nuestra autorización, empezaron a llenar la planilla del contrato con los datos de las niñas. 
Algunas les dieron todos los datos y otras no llegaron a hacerlo. 


Nuestra mayor preocupación es que se trata de un lugar público en el que ellas entrenan y en el que tienen 
que preservar su seguridad y su intimidad. Pero sentimos que en aquel momento eso fue violado; inclusive, 
se violó nuestra patria potestad, porque somos nosotros quienes podemos autorizar su participación en una 
sesión de fotos. 


Nos dijeron que eran celos de padres, pero esto va más allá de eso. Las autoridades del Campus banalizaron 
el problema; quisieron quitarle importancia. Pero para nosotros la tiene y mucha; es un hecho grave teniendo 
en cuenta todo lo que se está viendo. 


No puede ser que una institución en la que ellas están entrenando permita el acceso de un extranjero para que 
se maneje libremente con menores. 


Aclaro que estaba planificado hacer sesiones de fotos con los planteles de cuatro disciplinas: nado 
sincronizado, natación, artes marciales y atletismo. Debido al horario, el primer plantel que participaría sería 
el de nado sincronizado. En definitiva, solo nosotros nos vimos afectados pero, según lo que estaba previsto, 
se iba a involucrar a más niños. 


SEÑORA VIRAQUÉ.- Cuando estábamos en la Comisaría de la Mujer, junto a la Edil Marita Araújo, 
llegó un funcionario del Campus, señor Adolfo González -Subdirector del Campus-, con el expediente 


en la mano. La Edil se lo pidió para revisarlo y advertimos que faltaban firmas, la única que había era 
la de él. Es decir que no estaban autorizados. Nos llama la atención que la entrada del fotógrafo no 
estuviera autorizada. El expediente no estaba concluido. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- ¿Quién firmó los contratos que estaban en inglés? ¿Fue ahí donde 
incorporaron los datos de los teléfonos? 


SEÑOR DÍAZ.- No se llegaron a firmar los contratos. Llenaron una ficha con los datos personales de 
cada niña. El fotógrafo suspendió la sesión de fotos hasta que se decidiera qué se iba a hacer. Dijo que 
estaban perdiendo mucha plata y que estaban atados hasta que los padres decidieran la autorización. 
Ningún padre llegó a firmar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber el trámite que se dio en la sede judicial. Supongo que la 
letrada habrá tenido acceso al expediente y pudieron ver si efectivamente había una nota y qué firma 
estaba en medio de todo esta sesión de fotos. También quisiera saber qué trámite se había seguido en la 
Intendencia y qué llevó a la Jueza a tomar la medida que tomó. ¿Saben si se tomó alguna medida en la 
interna del Campus, luego de que fueron a la sede judicial y se llevó a cabo la incautación de cámaras 
digitales? Supongo que lo que se incautó fue eso, ya que hoy la tecnología es digital, no de rollos. Si no, 
sería bueno saber dónde quedó eso y si se maneja en el expediente judicial. También me gustaría saber 
si entienden que el tema judicial está concluido o no y si tienen algún representante que esté siguiendo 
el tema. 


Hago estas preguntas para profundizar la información acerca de qué instancias -tanto en sede judicial como 
administrativas- se llevaron adelante. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Tuve información del suceso y me parece bien que hayan concurrido acá. 


Coincido con la señora Presidenta en que nos falta conocer algunos detalles. Sigo sin entender el tema de los 
datos de las chicas. ¿Las chicas suministraron los datos? Si así fue, ¿quedaron en los famosos contratos no 
firmados o en fichas anexas que igualmente se llevaron? Una cosa no quita la otra. Si los datos de las chicas 
salieron vía contrato o no, pueden estar circulando, con todas las consecuencias que cada uno puede 
imaginar. Si al mismo tiempo, esos datos están dentro de un contrato, la firma puede estamparla cualquiera y 
después hay otro trámite a seguir. 


Con respecto a lo que dijo la señora Presidenta de los rollos, debo decir que hoy la tecnología hace que tal 
vez hasta nosotros no podamos llegar a los secretos para tener la certeza de que si hay rollos depositados en 
un juzgado o en una sede judicial, esos sean los únicos elementos que hacen a la seguridad. No puedo 
afirmar, al contrario, tengo mis dudas de que la integridad de las chicas esté cuidada porque haya unos rollos 
en una sede judicial. Me consta que pueden haber disparado otros rollos para otros lados. 


¿Qué pasó luego a nivel interno del Campus? ¿Qué contactos volvieron a tener con el o los fotógrafos? Según 
entiendo, hay uno que no es uruguayo, pero hay otro que lo es, quien supongo tendrá identidad y se habrán 
podido contactar con él para tener alguna idea más clara de esta situación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el proceso de incautación, obviamente, el fotógrafo tiene que ser 
identificado. Además, en algún lugar del expediente tiene que aparecer la empresa que llevó adelante 
todo esto. 


Otro aspecto que quiero dejar claro es que los padres pueden firmar cualquier contrato en nombre de una 
menor, en ejercicio de la patria potestad. Por lo tanto, nos llama mucho la atención que esos contratos estén y 
que los padres no hayan sido notificados. ¿Cómo cuaja el tema del contrato en algo que ni sabían ni habían 
sido notificados? 


SEÑORA SUPPARO.- Cuando los padres se reunieron, el fotógrafo extranjero les proporcionó a las 
niñas el contrato -que dejo en poder de la Comisión- y les hizo poner atrás el nombre, la dirección y el 
correo electrónico. Yo supongo que veía que la cosa estaba complicada y lo hacía para cubrirse de 


alguna manera. Estos días hemos pensado muchas cosas y poco a poco vamos dándonos cuenta de 
ellas. Mi hija me dijo que las hacía firmar en esa hoja y las hacía tirar al agua, lo que me hace pensar 
que las tenía identificadas. Les hacía poner el nombre, dirección y correo electrónico, supuestamente 
para mandarles después las fotos. Ellas no cuestionaron nada porque todo parecía normal; hacían lo 
que les decían. 


Con respecto a la parte legal, el 15 de febrero se hizo la denuncia penal. Nosotros nunca tuvimos acceso a lo 
que dice el expediente. Sabemos que la empresa se llama Sosua. El apellido del fotógrafo uruguayo es 
Perdomo y nunca más tuvimos contacto con él. Ese día declaramos cada uno por su lado y no conversamos. 
Las últimas conversaciones fueron en el Campus. 


Por medio de nuestro abogado, doctor Pablo Piacenti, se nos trasmitía lo que pasaba. El día que declaramos 
salían y entraban personas a decirnos cosas. Una de las opciones que teníamos era revelar nosotros las fotos a 
nuestro costo. Siempre manifestamos que lo que nos llevó a esta instancia eran las fotos. Entonces, dijimos 
que no teníamos dinero. La otra opción era quemar las fotos. La Fiscal estuvo de acuerdo con eso. La Jueza 
no quería quemar las fotos; dijo que no lo iba a permitir porque era una prueba, y si alguien las pedía, debía 
tenerlas. 


El expediente y las fotos están ahí; el 15 de abril va a hacer dos meses. En estos días se está archivando y no 
tenemos poder para decidir nada. En algún momento nuestro abogado se puso en contacto con el de la otra 
parte y se le pidió que ellos revelaran sus fotos y nosotros las nuestras, porque dicen que también hay 
material de ellos. Después de unos días se negó. Luego, se manejó que la única posibilidad de salvar las fotos 
era una medida civil. Como es un grupo de padres, todos teníamos que estar de acuerdo en tomar la mejor 
decisión, pero era dificil. 


La Fiscal nos decía que la única manera de sacar las fotos del Juzgado Penal era mediante una medida civil, 
pero nos pedían contracautela. Por lo tanto, no teníamos dinero ni bien para brindarla, y por eso se fueron 
trasladando los tiempos. Hoy, se está por archivar; el abogado de la otra parte, después de que durante mucho 
tiempo tratáramos de comunicarnos con él sin lograrlo, se comunicó con nosotros y nos dijo que ya no ofrece 
revelar las fotos a medias sino quemarlas. Es la única instancia que nos permite. Volvimos a reunirnos y la 
mayoría dijo que no, que las fotos no se queman porque queremos ver qué contienen. Por lo tanto, como no 
tenemos la contracautela, y sin ella no podemos entrar al Juzgado Civil, el abogado nos ofreció hacer una 
diligencia preparatoria por Juzgado de Familia. El Actuario se negó a entrar en el expediente; se le habló a la 
Jueza; ella accedió, pero todavía no lo tiene, está en Juzgado Penal, por archivarse o no, no sabemos. Lo que 
sí sabemos es que si se archiva, la otra parte puede venir y llevarse las fotos con un escrito. Entonces, 
estamos en una situación muy inestable y no tenemos nada concreto. No nos sentimos amparados por el 
Juzgado Penal porque no tienen dinero para revelar las fotos. Nosotros tampoco lo teníamos, pero hoy no 
tenemos más remedio que hacerlo nosotros, y para eso vamos a pedir las fotos. Ya le pagamos al abogado, y 
no solo hemos sufrido trastornos porque las niñas no están bien sino que, además, hemos tenido que 
acomodarnos porque nadie nos ha respaldado. 


Con respecto a la Intendencia, recién el 14 de mayo nos entrevistaremos con el Intendente. Nosotros pedimos 
la audiencia, porque esperamos un tiempo prudencial para ver si nos enviaban alguna comunicación, pero eso 
no ocurrió. Le presentamos un escrito pidiendo la investigación administrativa por parte de la Intendencia. Le 
entregamos la nota personalmente al señor Intendente y nos dijo que se había enterado hacía dos días, o algo 
así, y que no podía emitir juicio. Yo le decía que queríamos que las personas que habían permitido la entrada 
a esa gente no estuvieran en su lugar, porque las niñas siguen yendo a la piscina, y él me decía que hasta que 
no tuviera acceso al expediente y que hasta que los abogados de la Intendencia no emitieran un juicio, debían 
seguir ahí. No podían tomar ninguna medida. Parece que es lo que se hace. Para nosotros, que somos de 
afuera, y hablamos de miedo y de nervios, eso no debería suceder, pero sucede. 


SEÑORA DÍAZ.- Nosotros fuimos a la Fiscal porque encontramos sitios en Internet con el nombre 
Hans Neleman, el fotógrafo holandés, unido a la palabra pornografía. Se ingresa por Altavista o 
directamente y está el nombre de este señor artista. Recogimos, como pudimos, todo este material de 
Internet y se lo llevamos, y la Jueza nos dijo que no había forma de relacionar las fotos que les habían 
sacado a las niñas con los sitios de pornografía que habíamos descubierto, ni que estos las fueran a 
utilizar. A juicio de ella, seguía siendo un artista y que la pornografía con adultos era legal. 


Cualquier persona puede entrar a ese sitio. Allí vimos a una atleta de gimnasia artística, de las que saltan en el 
potro, corriendo sobre una alfombra, sin ropa. Nos explicó un especialista en computación que se saca la foto 
con malla y luego se le saca la ropa en forma digital. Le entregamos todo eso a la Fiscal y ella nos dijo que en 
lo penal no había delito y que continúa siendo un artista. Al no haber más nada en lo penal para hacer, si él 
solicita las fotos, serán entregadas, y nosotros, como padres, queremos que queden en nuestras manos, porque 
no fueron autorizadas. Se incautaron 18 rollos de 36 fotos, pero no hay ningún chip. Le preguntamos a la 
Fiscal y nos dijo que era lo que había, pero las niñas, y yo misma, que fui la primera que llegué, vimos otro 
tipo de cámaras que no usa un padre o un fotógrafo de acá. El costo del revelado es de aproximadamente 

$ 6.500, pero la única opción que plantea el otro abogado es destruirlas, y no queremos, porque no podríamos 
verlas. 


Hemos recorrido muchos caminos y esta es otra instancia. Queremos que se investigue y que no quedemos 
como padres celosos o como que no tiene importancia, ya que esta es la sensación que se ha generado en toda 
la opinión pública de Maldonado. 


A su vez, las niñas siguen yendo al Campus porque son federadas. Algunas de ellas compitieron en la Copa 
Austral el año pasado representando a Uruguay. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Creo que esto nos enfrenta a un problema nuevo para todos, donde algunas 
prácticas ya no tan nuevas se reiteran ahora con otros medios, con otras tecnologías. Frente a esto debo 
confesar mi ignorancia en cuanto a cuál es el marco legal que existe para amparar los derechos de los 
padres y fundamentalmente los de los niños. Al respecto me temo que padezca carencias y que haya 
cosas que todavía no estén contempladas en la ley. Considero que nos viene bien haber conocido esta 
desafortunada situación porque nos alerta de un problema real que es grave porque viola uno de los 
derechos de los niños y adolescentes: el derecho a preservar su privacidad e intimidad. 


Profundizaremos en todo lo que ustedes expresaron y estudiaremos la normativa que tenemos para poder 
defender en este caso los derechos de las niñas. 


Ni qué hablar que hay responsabilidades por parte de los jerarcas de la Intendencia. Reitero que habría que 
ver más detalladamente y buscar los asesoramientos correspondientes para ver si el marco legal existente 
permite valorar la actuación de la Policía, si quizás debió proceder con más celo en cuanto a contemplar la 
totalidad del equipamiento que hubiera traído esa empresa y para, eventualmente, discutir con los abogados 
la existencia de otras posibilidades, de otros recursos que se pudieran presentar ante la justicia. Desde mi 
humilde punto de vista considero que este tema no debe cerrarse, por lo que comprometemos nuestro 
esfuerzo para ayudarlos en este camino que sabemos es difícil. 


Reitero que lamentablemente es uno de los tantos temas de viejas prácticas que ahora se manifiestan de 
forma más sofisticada, a partir de los nuevos medios y tecnologías que se manejan. 


Me parece que ha quedado claro de qué se trata, por lo menos así quedó demostrado en los hechos y 
comprometemos nuestro esfuerzo para aportar algo en defensa del derecho de las niñas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Los padres nos han dejado una carpeta documentando todo lo que han 
manifestado en la reunión de la asesora. Entre otras cosas, observo un contrato que carece de 
membrete, un contrato que cualquiera puede hacer en una casa, donde se establecen los datos de la 
menor y aparentemente estaría pronto para que lo firmaran los padres. Reitero que no tiene 
membrete, no responde a firma o empresa alguna. 


Además, hay un orden cronológico de las instancias que los papás han detallado; el ingreso que han hecho los 
padres a las páginas que nos están mencionado donde está este fotógrafo: Neleman. Como han dicho los 
papás, entre otras cosas podemos destacar "Hans Neleman - Night Chicas", "Hans Neleman - Sexo en Vivo", 
otra que me llama la atención: "Hans Neleman - Chicas Borrachas" y algunas más. 


SEÑOR CHIFFLET.- Quisiera hacer una sugerencia y en todo caso deliberamos después. Así no 
hubiera ninguna intención pornográfica -cosa que se sospecha- aquí no ha habido autorización de los 
padres para tomar fotografías y hay una responsabilidad de las autoridades del Campus y de los 


fotógrafos. Esto lo tengo muy claro. Hay fallos sobre derecho a la imagen; por ejemplo, si alguien 
fotografía a una señora en la playa -me lo contó un abogado amigo-, se hace un pleito y se lo gana, 
porque no está autorizada la difusión de su imagen. Eso suele hacerse con frecuencia. La gente no 
protesta, no considera que ha sido lesionada por eso, pero se puede hacer, hay un derecho a la imagen. 


El abogado que los defiende, ¿ha tenido acceso al expediente? ¿Cuál presume puede ser el fallo? 


SEÑOR DÍAZ.- El abogado ha tenido acceso al expediente y lo más probable es que en estos días se 
archive; por eso es que iniciamos otra acción en lo Civil en el Juzgado de Familia. 


SEÑOR CHIFFLET.- Con los materiales que hemos recibido sugiero que hagamos una consulta a la 
Cátedra de Derecho Penal y si nos puede contestar con urgencia sería una colaboración valiosa para 
ustedes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me gustaría que los padres se llevaran cierta información porque es 
importante. 


La Legislatura anterior aprobó algunas normativas que me parecen muy importantes. La más importante es el 
Código de la Niñez y la Adolescencia en el que se incluyó el tema del cuidado de la integridad y el derecho a 
la imagen; las legisladoras tuvimos mucho que ver en este aspecto. Lo establecimos expresamente pensando 
en que muchas veces Uruguay mira hacia otro lado en cosas que también pueden pasar aquí. Era un tema que 
veíamos venir; pensábamos especialmente en el departamento de Maldonado por algún dato que teníamos e 
incluimos expresamente en el articulado que consagra los derechos del niño, el derecho a la imagen, a 
preservar la imagen, su intimidad. Por lo tanto, cuando el señor Diputado Rodríguez hablaba de las normas 
me parece que ese tema no era menor. 


Como decía el señor Diputado Chifflet, sin confirmar nada, en el campo de las presunciones y a los solos 
efectos de estar informados, fue también la Legislatura anterior que propició que se aprobara una normativa 
internacional que precisamente tiene que ver con la pornografía infantil. Por lo tanto, Uruguay tiene el marco 
legal internacional último conformado, votado en este Parlamento, por lo que se configura una herramienta 
legal que debe utilizarse. La utilizan los abogados así como también los jueces y fiscales. Es un aporte de la 
legislación anterior; creo que la ratificación del convenio fue una de las últimas cosas que se hizo en la 
Legislatura anterior, pero forma parte de nuestra normativa vigente. 


SEÑOR CHIFFLET.- Es importante que se lo recuerden al abogado que los representa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no tienen esta normativa con mucho gusto se la proporcionamos. Hemos 
trabajado en todo lo relativo al derecho de los niños y de las niñas; fue una de las urgencias a las que 
imprimimos mayor celeridad en el tratamiento parlamentario y así se hizo. 


Entonces, respecto a las normas, está todo absolutamente contemplado y como decía el señor Diputado 
Chifflet todo lo que tenga que ver con la imagen de un niño, de una niña o de un adolescente menor de 
dieciocho años en este país no puede manejarse sin el consentimiento de su padre, madre o tutor. Nada. 
Entonces, nos parece que las instituciones, mucho más las públicas, deben ser las primeras en observar dentro 
de sus instalaciones el fiel cumplimiento de las normas legales. 


Nos parece que es una cuestión que debíamos hacer saber a los papás. Por supuesto, vamos a evaluar cómo 
aportamos nuestro granito de arena para que esto se esclarezca; son temas que para esta Comisión es muy 
importante que se denuncien 


Muchas veces hay papás y mamás que no saben que estas cosas pasan, porque en la dinámica del día a día 
estos hechos pueden pasar como algo menor. No está siendo un hecho menor en el mundo de hoy. Es bueno 
que otros papás y mamás estén alertados de que estas cosas pasan, porque a veces nos parece que estas cosas 
no pasan en este país. 


Les agradecemos que hayan venido. Estaremos en contacto, más allá de la operativa propuesta por el señor 
Diputado Chifflet. Asimismo, nos ponemos a disposición del abogado para asesorarlo en lo que sea 


pertinente. 


SEÑOR ESPINOSA.- Siendo un tema de profunda sensibilidad y preocupación, vamos a apoyar la 
propuesta de consulta que el señor Diputado ha argumentado, avalando su experiencia. 


SEÑOR DÍAZ.- Nos vamos confortados por el apoyo y la seriedad con que se han tratado estos temas. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Nos comunicaremos con ustedes a la brevedad. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 16 y 52) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


